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RESOLUCIÓN EXENTA N.° XXXXX 

 

MAT.: APRUEBA NUEVO TÍTULO XX DEL 

LIBRO I “DISPOSICIONES 

GENERALES” DEL COMPENDIO DE 

NORMAS SOBRE LOS 

PROCEDIMIENTOS CONCURSALES 

Y LAS ASESORÍAS ECONÓMICAS 

DE INSOLVENCIA, SOBRE 

“OBLIGACIONES QUE DEBEN 

CUMPLIR LOS SUJETOS 

FISCALIZADOS EN CASOS EN QUE 

EXISTA UN PROCESO PENAL 

VIGENTE POR UN DELITO 

CONCURSAL O POR OTRO DELITO 

INVESTIGADO EN EL MARCO DE 

UN PROCEDIMIENTO 

CONCURSAL”. 

 

SANTIAGO,  

 

 

VISTOS: 

 

 

Las facultades que me confiere la Ley N° 

20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de 

Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas; lo 

dispuesto en la Ley N° 21.563, que Moderniza los Procedimientos 

Concursales Contemplados en la Ley N.º 20.720 y crea Nuevos 

Procedimientos para Micro y Pequeñas Empresas; en la Ley N°21.595 sobre 

Delitos Económicos de 17 de agosto de 2023; en el D.F.L. N° 1-19.653, de 

17 de noviembre de 2001, que fija el texto Refundido, Coordinado y 

Sistematizado de la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases 

Generales de la Administración del Estado; en la Ley N° 19.880, que 

establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos 

de los Órganos de la Administración del Estado; en la Resolución N.º 36 de 

19 de diciembre de 2024 de la Contraloría General de la República, que fija 

normas sobre Exención del Trámite de Toma de Razón; lo contemplado en la 

Resolución Exenta RA N° 120949/70/2024 de la Superintendencia de 

Insolvencia y Reemprendimiento que renueva nombramiento de la Jefa del 

Departamento de Fiscalización y lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 

334 de la Ley N° 20.720. 

 

CONSIDERANDO: 

 

1º. Que, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 331 y siguientes de la Ley N° 20.720, en adelante “la Ley”, la 
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Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, en adelante la 

“Superintendencia”, es una persona jurídica de derecho público, creada por 

la Ley, como un servicio público descentralizado con personalidad jurídica y 

patrimonio propio, que se relaciona con el Presidente de la República, a 

través, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, y tiene como función 

supervigilar y fiscalizar las actuaciones de los liquidadores, veedores, 

interventores designados de conformidad a la Ley, martilleros concursales, 

administradores de la continuación de las actividades económicas del deudor, 

asesores económicos de insolvencia, y, de toda persona que por ley quede 

sujeta a su supervigilancia y fiscalización. Asimismo, le corresponde 

desempeñar aquellas funciones que la referida ley le encomienda, así como 

las demás que se establezcan en otras leyes. 

 

2º. Que, el artículo 332 con relación al 

numeral 1 del artículo 337 de la Ley, establecen como una de las funciones 

de la Superintendencia, la de supervigilar y fiscalizar las actuaciones de 

los/las Veedores/as, Liquidadores/as, Interventores/as, Martilleros/as 

Concursales, Administradores/as de la continuación de las actividades 

económicas del/de la deudor/a, Asesores/as económicos de insolvencia y, en 

general, de toda persona que por ley quede sujeta a su supervigilancia y 

fiscalización. 

3° Que, de conformidad al Título II de la Ley 

N.º 18.175, la Superintendencia tiene una serie de atribuciones y deberes 

respecto al cumplimiento de las funciones de los/las síndicos, dispuestos 

principalmente en el artículo 8° del mismo cuerpo legal, cuyo texto legal se 

encuentra vigente conforme lo dispone el artículo sexto transitorio de la Ley 

N.º 20.720, y que comprenden, entre otros, la de impartir a los síndicos y a 

los administradores de la continuación del giro instrucciones de carácter 

obligatorio sobre las materias sometidas a su control; fiscalizar las 

actuaciones de los síndicos en las quiebras, convenios o cesiones de bienes 

en todos los aspectos de su gestión; la de interpretar administrativamente 

las leyes, reglamentos y demás normas que rigen a los fiscalizados, sin 

perjuicio de las facultades jurisdiccionales que corresponden a los tribunales 

competentes. 

4º. Que, el artículo 337 de la Ley dispone que, 

para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las 

atribuciones y deberes que allí señala, otorgándole en su numeral 2 la 

facultad de: “Interpretar administrativamente las leyes, reglamentos y 

demás normas que rigen a los fiscalizados, sin perjuicio de las facultades 

jurisdiccionales que correspondan a los tribunales competentes.” 

  

5º. Por su parte, el numeral 4 del citado 

artículo 337, otorga a esta Superintendencia la facultad de: “Impartir a los 

Veedores, Liquidadores, administradores de la continuación de las 

actividades económicas, Martilleros Concursales que se sometan 

voluntariamente al control de la Superintendencia y asesores económicos de 

insolvencias, instrucciones de carácter obligatorio sobre las materias 

sometidas a su control y, en especial, fijar normas para la presentación de 
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informes, estados de avance y cuentas provisorias o definitivas que deban 

presentar los fiscalizados.”. En este contexto, corresponde a esta 

Superintendencia establecer criterios e instrucciones operativas sobre la 

forma en que los sujetos fiscalizados deben actuar e informar respecto de 

hechos ocurridos en quiebras o en procedimientos concursales bajo su 

administración o intervención, cuando tales hechos puedan eventualmente 

revestir el carácter de delito y además comprometer el adecuado desarrollo 

del procedimiento, la integridad de la información concursal, la protección de 

los acreedores y, en general, el cumplimiento de los fines de la normativa 

concursal. 

 

6º. Que, la Ley N.º 21.563 modificó el artículo 

465 del Código Penal que regula la legitimación activa de los delitos 

regulados en el párrafo VII, del Título Noveno del Libro Segundo, relativo a 

los delitos concursales y de las defraudaciones, incorporando a la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. Al respecto, establece 

que estos delitos sólo podrán iniciarse previa instancia particular de (i) la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento; (ii) del veedor; (iii) 

del liquidador; y (iv) de cualquier acreedor que haya verificado su crédito en 

un procedimiento de liquidación, de reorganización, o que le afecte el 

Acuerdo de Reorganización de conformidad a lo establecido en los artículos 

66 y 286 letra f) de la Ley 20.720.  

 

7°. Que, de acuerdo con lo señalado 

precedentemente, los sujetos señalados en el artículo 465 del Código Penal, 

según corresponda, se encuentran legitimados activamente para poner en 

conocimiento información de los hechos que puedan constituir delito para 

que estos sean analizados por el Ministerio Público y se efectúen diligencias 

de investigación para la acreditación de los hechos denunciados o, en el caso 

de interponer querella, dar inicio a la persecución penal y hacerse parte 

interviniente en el proceso penal. 

 

8°. Que, el Código Procesal Penal regula como 

una de las formas de inicio del procedimiento penal, la denuncia, y en su 

artículo 173 dispone que se podrá comunicar directamente al ministerio 

público el conocimiento que se tuviere de la comisión de un hecho que 

revistiere caracteres de delito. Además, señala ante quienes también se 

puede formular la referida denuncia, tales como Carabineros de Chile, Policía 

de Investigaciones, Gendarmería de Chile en los casos de delitos cometidos 

dentro de sus recintos penitenciarios, o ante cualquier tribunal con 

competencia criminal. 

9°. Que, el artículo 178 del Código Procesal 

Penal establece la responsabilidad y derechos del denunciante, señalando 

que este no contraerá otra responsabilidad que la correspondiente a los 

delitos que hubiere cometido por medio de la denuncia o con ocasión de ella. 

Tampoco adquirirá el derecho a intervenir posteriormente en el 

procedimiento, sin perjuicio de las facultades que pudieren corresponderle 

en el caso de ser víctima del delito. 
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10°. Que, además, se establece que el 

Ministerio Público podrá disponer de medidas de protección en favor del 

denunciante cuando la entidad o la naturaleza de los hechos, o la calidad de 

la persona denunciada, indiquen que existe un riesgo plausible de ser él o su 

familia víctima de hostigamientos, amenazas u otros atentados con motivo 

de la denuncia. 

11°. Que, en el ejercicio de su facultad 

fiscalizadora, esta Superintendencia estima necesario impartir instrucciones 

generales a los sujetos fiscalizados respecto de la forma en que deberán 

actuar e informar frente a hechos ocurridos en el marco de procedimientos 

concursales, que pudieren  revestir carácter de delito, en especial respecto 

de lo previsto en el artículo 463 ter del Código Penal, atendida la relevancia 

que tales hechos pueden tener para el adecuado desarrollo del procedimiento 

concursal. 

 

12°. Que, atendido lo expuesto y de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 de la Ley N.º 19.880 y demás 

normas legales pertinentes, 

 

RESUELVO: 

 

1. APRUÉBASE el siguiente nuevo Título XX 

del Libro I “Disposiciones Generales” del Compendio de Normas sobre los 

Procedimientos Concursales y las Asesorías Económicas de Insolvencia, 

sobre “Obligaciones que deben cumplir los sujetos fiscalizados en casos en 

que exista un proceso penal vigente por un delito concursal o por otro delito 

investigado en el marco de un procedimiento”: 

 

Título XX 

 

Obligaciones que deben cumplir los 

sujetos fiscalizados en casos en que exista un proceso penal vigente 

por un delito concursal o por otro delito investigado en el marco de 

un procedimiento 

 

A. Obligaciones en la fase de inicio de un 

proceso penal por delito concursal, cuando el/la liquidador/a 

proceda a presentar denuncia o querella, según corresponda. 

 

1. Reglas Generales 

 

El/La liquidador/a que presente una denuncia, 

no adquiere por ese solo hecho, la calidad de interviniente en el 

procedimiento penal. Su actuación se limita a poner en conocimiento del 

Ministerio Público o de las policías la existencia de hechos que revisten 

caracteres de delito concursal, a fin de que estos sean investigados, dando 

así inicio a la persecución penal.  



 

Hermanos Amunátegui N.° 232,  
Santiago, Chile Fono: 
(56 2) 495 25 00 
www.superir.gob.cl 

5 

 

En consecuencia, no tiene la calidad de parte 

del proceso y, por tanto, no les asisten determinados derechos reconocidos 

a otros intervinientes, tales como lo son la víctima o el querellante. 

   

Por tanto, el denunciante cuenta con 

facultades limitadas dentro del procedimiento penal, entre las que se 

encuentran solicitar constancia de la denuncia, ser citado como testigo y, 

eventualmente, interponer querella de conformidad al artículo 111 del Código 

Procesal Penal en relación con el artículo 465 del Código Penal.     

 

Cuando el/la liquidador/a deduce una 

denuncia, en el marco de un procedimiento concursal, se entiende que actúa 

en representación de la(s) víctima(s), en su calidad de representante judicial 

y extrajudicial de los intereses generales de los acreedores y los derechos 

del deudor en cuanto puedan interesar a la masa, dependiendo del tipo penal 

aplicable al caso concreto. 

 

El Código Procesal Penal reconoce a la víctima 

ciertos derechos y actuaciones dentro del procedimiento penal, sin perjuicio 

de lo dispuesto en el artículo 6 del mismo cuerpo legal, relativo a su 

protección. En particular, los artículos 78 y 109 establecen obligaciones para 

los fiscales, entre ellas, informar y proteger a la víctima y su familia, 

orientarlas respecto de su derecho a obtener indemnización, oírla antes de 

adoptar decisiones relativas a la suspensión o término del procedimiento. 

 

Asimismo, si la víctima actúa representada 

por abogado, el fiscal debe igualmente cumplir con los deberes de 

información y escucha antes señalados. En consecuencia, el sistema penal le 

reconoce a la víctima la calidad de interviniente en el proceso penal.   

 

2. Derechos y deberes como 

denunciante. 

 

Respecto del querellante, el procedimiento 

penal reconoce mayores facultades que a la víctima, tales como: 

 

a) Adherirse a la acusación del Ministerio 

Público o acusar particularmente, esto es, puede calificar jurídicamente los 

hechos en forma distinta de aquella realizada por el fiscal en su acusación, 

plantear otra forma de participación del acusado; solicitar otra pena o 

ampliar la acusación del fiscal a otros imputados o por hechos diversos, 

siempre que hubieren sido parte de la formalización de la investigación. 

 

b) Ejercer los demás derechos del artículo 262 

del Código Procesal Penal, esto es, señalar vicios formales de que adoleciere 

el escrito de acusación; ofrecer prueba que estimare necesaria para 
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sustentar su acusación, lo que deberá hacerse en los mismos términos 

previstos en el artículo 259; y deducir demanda civil, cuando procediere. 

 

c) Oponerse a juicio abreviado de 

conformidad al artículo 408 del Código Procesal Penal.  

 

d) Perseverar en el procedimiento penal 

cuando el Ministerio Público haya comunicado la decisión de no perseverar 

(art. 258 inciso 4 y art.248 letra c) del Código Procesal Penal) 

 

e) Provocar la intervención del Juez de 

Garantía, por el solo hecho de deducir querella, en los casos del artículo 167 

y 168 del Código Procesal Penal, que se refieren a términos anticipados del 

procedimiento penal, esto es, el archivo provisional y la facultad de no iniciar 

investigación.  

De este modo, al admitirse la querella 

respectiva, el fiscal deberá seguir adelante con la investigación según las 

reglas generales.   

f) Por lo antes expuesto, el/la liquidador/a 

deberá denunciar en representación de las víctimas del delito y en los casos 

que ameriten interponer la querella respectiva, con la finalidad de actuar 

como interviniente en el proceso penal.     

 

B. Reglas especiales en caso de Delito 

Concursal: 

 

1. Deberes del artículo 465 del Código 

Penal. 

Los/as liquidadores/as, de acuerdo con lo 

señalado en el artículo 465 del Código Penal, podrán iniciar la persecución 

penal de los delitos contemplados en el Libro II, párrafo VII, Título Noveno 

del Código Penal, mediante denuncia o querella, lo que deberá informar a la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. 

 

2. Procedimiento para que los sujetos 

fiscalizados informen a la Superintendencia.   

 

Para el cumplimiento de esta obligación los/as 

sujetos fiscalizados deberán comunicar a la Superintendencia la presentación 

de denuncias penales o querellas por delitos concursales previstos y 

sancionados en Libro II, párrafo VII, Título Noveno del Código Penal, a través 

de Módulo de Comunicación Directa del Portal de Sujetos Fiscalizados, 

seleccionando la materia “informa denuncia o querella penal”. Para ello, 

tendrán un plazo de 20 días hábiles administrativos contados desde el 

acaecimiento del hecho, o bien desde que tomó conocimiento, según 

corresponda. Sin perjuicio de lo anterior, podrá solicitar fundadamente a esta 

Superintendencia prórroga del plazo, cuando existan impedimentos tales 
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como dificultad para la recopilación de antecedentes o la complejidad para 

analizar la idoneidad de la información. 

 

La comunicación que hagan los sujetos 

fiscalizados a la Superintendencia deberá contener la siguiente información: 

  

a) Copia de la denuncia penal o querella 

presentada ante el Ministerio Público, Carabineros de Chile, Policía de 

Investigaciones o Tribunales con competencia criminal, con el respectivo 

cargo o constancia de fecha de presentación. 

 

b) Información de la fiscalía o fiscal adjunto a 

cargo de la investigación con indicación de RUC (rol único de causa) o RIT 

(rol interno del tribunal) 

c) Cualquier otro antecedente o información 

que le parezca relevante de informar.   

 

Si al momento de informar a esta 

Superintendencia la presentación de una denuncia no tuvieran los 

antecedentes antes señalados, deberá complementar la información al día 

siguiente de recibida dicha información.  

  

3. Deber de denuncia ante los 

organismos señalados en el artículo 173 del Código Procesal Penal: 

 

El liquidador podrá efectuar la denuncia ante 

los organismos señalados en el artículo 173 del Código Procesal Penal. 

  

Para el caso que la denuncia se presente ante 

el Ministerio Público, podrá efectuarlo en las oficinas de la fiscalía local 

correspondiente o a través de la página web, https://www.fiscaliadechile.cl/ 

en el portal denominado Denuncia en línea, sitio al que se puede acceder 

directamente a través del siguiente enlace: 

https://agenda.minpublico.cl/denuncia. La comunicación de estos hechos a 

la autoridad competente será sin perjuicio de la obligación de informar a esta 

Superintendencia en los términos previstos en el presente título. 

 

4. La forma y contenido de la denuncia 

se encuentra regulada en el artículo 174 del Código Procesal Penal: 

 

La forma y contenido de la denuncia se 

encuentra regulada en el artículo 174 del Código Procesal Penal, sin perjuicio 

de lo anterior, se deben acompañar los antecedentes más relevantes del 

procedimiento concursal, tales como: solicitud de liquidación o 

reorganización, en cualquiera de sus formatos dependiendo del tipo de 

procedimiento; copia de la resolución de liquidación o reorganización; copia 

del acta de incautación e inventario, debidamente firmados y autorizados por 

el Ministro de Fe cuando ello procediere; copia del acta de entrega 
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debidamente suscrita por el liquidador o martillero concursal y el deudor; 

copia de rendición de cuenta de la administración del liquidador cesado 

anticipadamente, así como del acta de entrega que haga al nuevo liquidador, 

de conformidad al inciso final del artículo 24 de la ley concursal y del Título 

V del Libro I del Compendio de Normas sobre los Procedimientos Concursales 

y las Asesorías Económicas de Insolvencia; copia de escritos y resoluciones 

judiciales que hayan decretado apercibimientos por la falta de entrega de 

antecedentes y fondos por parte del liquidador cesado anticipadamente o del 

martillero concursal; cuenta final de administración del veedor o del 

liquidador, según sea el caso. 

 

5. Deber de colaboración permanente. 

 

La presentación de antecedentes ante la 

autoridad competente no exime al sujeto fiscalizado del deber de colaborar, 

dentro del ámbito de sus competencias, con la entrega oportuna de 

antecedentes adicionales relevantes que le sean requeridos o de los que 

tome conocimiento con posterioridad, cuando estos puedan resultar 

pertinentes para la investigación correspondiente.  

    

6. Interposición de querella. 

 

Asimismo, podrá interponer querella ante el 

Juzgado de Garantía competente.  

 

La competencia de los tribunales penales se 

encuentra establecida, respecto de los delitos concursales, en el domicilio del 

deudor, según lo dispone el inciso final del artículo 465 del Código Penal. 

 

Para el caso de los demás delitos de los que 

tome conocimiento el liquidador, en el ejercicio de sus funciones, deberá 

estarse a la competencia establecida en el artículo 157 del Código Orgánico 

de Tribunales, que dispone “será competente para conocer de un delito el 

tribunal en cuyo territorio se hubiere cometido el hecho que da motivo al 

juicio. 

El juzgado de garantía del lugar de comisión 

del hecho investigado conocerá de las gestiones a que diere lugar el 

procedimiento previo al juicio oral. 

 

El delito se considerará cometido en el lugar 

donde se hubiere dado comienzo a su ejecución”.  

 

C. Obligación de los/as liquidadores /as 

de informar a la Junta de Acreedores. 

 

1. Deber de Informar a la Junta de 

Acreedores. 
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Los sujetos fiscalizados deberán informar 

sobre la presentación de una denuncia o interposición de una querella en la 

Junta de Acreedores que se celebre con posterioridad a su presentación. 

Deberán también informar el avance de su tramitación en las juntas 

posteriores.  

De conformidad con el artículo 278 de la Ley 

N.º 20.720, en la liquidación simplificada no se celebrarán Junta constitutiva, 

ordinaria o extraordinaria de acreedores, por lo tanto, el/la liquidador/a 

deberá informar el hecho de la denuncia penal de que tratan los artículos 

anteriores, mediante una presentación por escrito en el expediente judicial 

virtual de la causa respectiva. Sin perjuicio de ello, podrá, dada la relevancia 

de los hechos denunciados, citar a una Junta extraordinaria de conformidad 

a lo dispuesto en la letra D, del Título V, del Libro III, del Compendio de 

Normas sobre los Procedimientos Concursales y las Asesorías Económicas de 

Insolvencia. 

 

D. Obligaciones en la fase de 

investigación desformalizada y formalizada, procedimiento 

abreviado o juicio oral en lo penal. 

 

1. Reglas Generales 

 

El sujeto fiscalizado deberá prestar el máximo 

de colaboración al Tribunal, al Ministerio Público, a Carabineros de Chile, 

Policía de Investigaciones o Gendarmería de Chile, según sea el caso, en 

forma oportuna, íntegra y veraz, en cumplimiento del deber de representar 

los intereses de los acreedores y del deudor cuando importen a la masa de 

acuerdo con el artículo 36 de la Ley. 

 

Sin que la siguiente enumeración tenga 

carácter taxativo, se estima por este Servicio como cumplimiento de este 

deber de colaboración, las siguientes conductas: 

 

a) Asistir a toda citación para comparecer en 

diligencias investigativas decretadas en el marco de la investigación del delito 

denunciado o por el cual hubiera interpuesto querella; 

 

b) Proporcionar toda la información con la 

cual cuente y que pueda ser útil para la investigación, en las condiciones en 

que esta se encuentre; 

c) Cumplir con los plazos que se le hayan dado 

en los requerimientos o citaciones dictadas dentro de un proceso de 

investigación formalizado o desformalizado; 

 

d) Ofrecer al Ministerio Público, toda 

información o antecedentes con la que cuente o que haya llegado a 

conocimiento del liquidador o veedor, en forma posterior a iniciada la 

respectiva investigación; 
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e) Comparecer a prestar declaración, en la 

calidad que sea, a los organismos a cargo de la investigación, sin dilaciones, 

y en el más breve tiempo posible; 

  

f) Guardar reserva o secreto de toda 

diligencia, requerimiento, citación, información o antecedentes, de las cuales 

sea sujeto o tenga en su poder, o, resulte útil para la investigación en curso; 

 

g) Prestar colaboración al Juzgado de 

Garantía, Tribunal Oral en lo Penal, Corte de Apelaciones o Corte Suprema 

de Justicia, cuando esta se lo requiera, cite o solicite, de manera oportuna, 

íntegra y veraz; 

h) Ser proactivo en toda colaboración en el 

curso de una investigación formalizada o desformalizada, que se dé en el 

marco de una denuncia o querella, por un delito concursal, en la cual el/la 

liquidador/a tenga la calidad de interviniente, tercero coadyuvante o haya 

citado en calidad de testigo o imputado. 

 

i) Para el caso descrito en el artículo 149 de 

la Ley, el liquidador deberá comunicar por escrito al Juzgado de Garantía que 

corresponda que se ha dictado la Resolución de Liquidación, adjuntando los 

documentos que sirvan para acreditarla, e instará diligentemente que se 

ponga término a las medidas cautelares decretadas previamente, solicitando 

al Juzgado de Garantía la pronta entrega de los bienes y proceder al 

cumplimiento de sus deberes generales como liquidador/a en sede concursal. 

 

2. Reglas especiales. 

 

En caso que los hechos revistan 

características de delito económico, el sujeto fiscalizado, al momento de 

presentar denuncia o interponer querella, deberá tener presente la fecha de 

entrada en vigencia de la Ley N° 21.595, de delitos económicos, esto es, el 

17 de agosto de 2023 respecto de la responsabilidad penal de las personas 

naturales y el 17 de septiembre de 2024 para el caso de la responsabilidad 

de la persona jurídica. 

  

Asimismo, al momento de denunciar o 

querellarse, deberá considerar las categorías que establece dicha ley, en 

especial, respecto de los delitos concursales que se encuentran previstos en 

los artículos 1 y 2 de la Ley de Delitos Económicos (1era y 2da categoría de 

delitos económicos, los que se consideran delitos económicos per se en la 

primera y se aplica este estatuto, y en la segunda y demás categorías cuando 

exista un factor de conexión con medianas y grandes empresas, según lo 

dispone el artículo 6 de la Ley N.° 21.595). 

 

Artículo 6 “Inaplicabilidad a micro y pequeñas 

empresas. Las disposiciones de los Títulos II y III no serán aplicables a los 

delitos considerados como económicos conforme a los artículos 2 y 3 y a los 
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números 2 y 3 del artículo 4 que se perpetren en el contexto o en beneficio 

de una empresa que tenga el carácter de micro o pequeña empresa conforme 

al artículo segundo de la ley N° 20.416. 

 

En el caso de que la empresa involucrada 

forme parte de un grupo empresarial, deberán sumarse los ingresos del 

grupo para determinar si califica como micro o pequeña empresa conforme 

a la disposición antes citada. Por grupo empresarial se entenderá lo dispuesto 

en el artículo 96 de la ley N° 18.045.” 

 

Asimismo, para el caso del concurso de 

delitos, se deberá tener presente lo dispuesto en el artículo 7 de la citada 

ley, que dispone: "En caso de ser aplicable el artículo 75 del Código Penal o 

el artículo 351 del Código Procesal Penal por la concurrencia de un delito 

económico y de uno o más delitos de otra clase, las disposiciones del Título 

II de esta ley serán aplicables a todos ellos.”  

 

3.  Efecto en cuanto al tiempo de la Ley 

de Delitos Económicos aplicables al presente título. 

 

En cuanto a la aplicación temporal de la Ley 

de Delitos Económicos, se deberá estar a lo dispuesto en su artículo 66, 

respecto de hechos perpetrados con anterioridad a su entrada en vigencia. 

 

Lo anterior, de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 68 de la referida ley, que señala que el delito se entiende perpetrado 

en el momento o durante el lapso en el cual se ejecuta la acción punible o se 

incurre en la omisión punible.  

 

Además, esta norma establece que si la Ley 

N.° 21.595 entra en vigor durante la perpetración del hecho, se estará a lo 

dispuesto en ella, siempre que en la fase de perpetración posterior se realice 

íntegramente la nueva descripción legal del hecho. 

   

Cabe tener presente, que esta ley prohíbe el 

fraccionamiento de su aplicación, por lo que deberá estarse a lo dispuesto en 

su artículo 67, que dispone que para determinar si la aplicación de esta ley 

resulta más favorable al imputado, se deberá considerar todas las normas 

que fueren pertinentes al juzgamiento del hecho. 

 

Finalmente, respecto de la entrada en 

vigencia de la Ley de Delitos Económicos, se estableció una norma transitoria 

respecto de los delitos concursales, en el numeral 2 del artículo 60 , que 

dispuso “ Las modificaciones que los números 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 

del artículo 48 de la presente ley introducen en el Código Penal entrarán en 

vigor el día siguiente a la fecha prevista por el artículo primero transitorio de 

la ley N.º 21.563, que Moderniza los procedimientos concursales 

contemplados en la ley N.º 20.720 y crea nuevos procedimientos para micro 
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y pequeñas empresas, si dicha fecha fuere posterior al día de publicación de 

la presente ley en el Diario Oficial. En caso contrario, se estará a lo dispuesto 

en el encabezamiento de este artículo”. 

 

E. Obligaciones con ocasión del término 

del procedimiento concursal y con el término del procedimiento 

penal. 

1. Término del Procedimiento Concursal. 

 

El sujeto fiscalizado, según sea el tipo de 

procedimiento que esté a su cargo, cuando haya terminado el procedimiento 

concursal, esto es, cuando esté ejecutoriada la resolución que declara el 

término del procedimiento concursal de acuerdo a los artículos 96 A o 254 

de la Ley, deberá informar por escrito adjuntando copia de esta, a la Fiscalía 

a cargo de la investigación formalizada o desformalizada, dentro del plazo de 

cinco días de ejecutoriada la respectiva resolución, informando de ello, 

dentro del mismo plazo a la Superintendencia de Insolvencia y 

Reemprendimiento, mediante Módulo de Comunicación Directa. 

 

En caso que en el respectivo procedimiento 

concursal se hubiere iniciado un incidente de mala fe, de conformidad al 

artículo 169 A de la Ley, y este sea acogido, el liquidador deberá informarlo 

dentro del plazo de cinco días de ejecutoriada la respectiva sentencia 

interlocutoria, informando de ello, dentro del mismo plazo a la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, mediante Módulo de 

Comunicación Directa.  

 

2. Término de la Investigación o Proceso 

Penal. 

 

En caso que la investigación desformalizada o 

formalizada, se haya archivado por causa legal, el sujeto fiscalizado deberá 

informarlo al tribunal donde esté radicado el conocimiento del procedimiento 

concursal respectivo, siempre y cuando este se encuentre vigente. De dicho 

término dará cuenta en copia con el respectivo ingreso y certificado de envío 

en OJV (Oficina Judicial Virtual), a la Superintendencia de Insolvencia y 

Reemprendimiento, dentro del plazo de cinco días, mediante Módulo de 

Comunicación Directa. Para el caso en que no esté vigente el procedimiento 

concursal, solo dará cuenta de lo anterior, a la Superintendencia, dentro del 

mismo plazo. 

 

En caso de término del proceso penal iniciado, 

sea cual fuere la causal, por sentencia condenatoria, absolutoria, 

sobreseimiento definitivo, juicio abreviado o cumplimiento de salidas 

alternativas, el sujeto fiscalizado lo informará al tribunal donde esté radicado 

el conocimiento del procedimiento concursal respectivo, siempre y cuando 

este esté vigente. De dicho término dará cuenta en copia con el respectivo 

ingreso y certificado de envío en OJV (Oficina Judicial Virtual), a la 
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Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, dentro del plazo de 

cinco días, mediante Módulo de Comunicación Directa. Para el caso en que 

no esté vigente el procedimiento concursal, solo dará cuenta de lo anterior, 

a la Superintendencia, dentro del mismo plazo. 

 

F. Sobre la aplicación del artículo 463 

Ter del Código Penal. 

 

1. Obligación de los/as sujetos 

fiscalizados de denunciar hechos con relevancia jurídico-penal 

cuando existiere merito para ello.  

 

Los/las liquidadores/as y veedores/as ejercen 

una función pública, que se encuentra reglada por la ley tanto en su 

designación como en sus funciones y deberes, y cumplen un rol relevante en 

el adecuado desarrollo de los procedimientos concursales. En el caso del/de 

la liquidador/a, le corresponde la realización del activo del deudor y 

propender al pago de los créditos de sus acreedores y, en el caso del/de la 

veedor/a, facilitar la proposición y negociación del Acuerdo de 

Reorganización. 

En atención a lo anterior, y considerando que 

tienen acceso directo a antecedentes e información relevante del 

procedimiento concursal, los sujetos fiscalizados deberán actuar con la 

debida diligencia frente a hechos o circunstancias que, en el ejercicio de sus 

funciones, tomen conocimiento y que pudieren revestir carácter de delito, 

adoptando las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus 

competencias e informando oportunamente a las autoridades competentes y 

a esta Superintendencia, en los términos previstos en el presente título. 

  

2. Deber de denuncia. 

 

Los/as sujetos fiscalizados deberán denunciar 

directamente ante el Ministerio Público, como también ante Carabineros de 

Chile, Policía de Investigaciones de Chile o Tribunales con competencia 

criminal, en forma veraz, suficiente y oportuna, cuando tomen conocimiento 

de algún acto u omisión que pudiere configurar el delito concursal 

contemplado en el artículo 463 ter del Código Penal. Lo anterior, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 173 del Código Procesal Penal. 

  

Para ello, la denuncia debe cumplir con la 

forma y contenido señalado en el artículo 174 del Código Procesal Penal, por 

lo que se formulará por cualquier medio y deberá contener la identificación 

de denunciante, su domicilio, narración circunstanciada del hecho, la 

designación de quienes lo hubieren cometido y de las personas que lo 

hubieren presenciado o que tuvieren noticias de él, todo en cuanto le 

constare al/a la liquidador/a o veedor/a que denuncie. En caso de denuncia 

verbal, se levantará registro.  
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Además, deberá tener presente lo dispuesto 

en el artículo 11 del presente título, en lo que correspondiere. 

 

3. Interposición de querella. 

 

Los/as sujetos fiscalizados podrán interponer 

querella criminal cuando estimen que existe mérito para ello, teniendo en 

consideración los fines de la acción penal, esto es, dar a conocer al juez de 

hechos que pueden ser delictivos, solicitar la apertura de un proceso penal, 

constituirse en parte interviniente del proceso penal, y obligar al ministerio 

público a investigar el delito mediante la expresión de diligencias señaladas 

en la respectiva querella admitida a tramitación, todo ello de conformidad a 

lo dispuesto en los artículos 111, 112 y 113 del Código Procesal Penal, que 

regulan quienes pueden interponerla, la oportunidad procesal para 

presentarla y los requisitos de su contenido. 

  

4. Obligación de los/as sujetos 

fiscalizados de informar a la Superintendencia la presentación de una 

denuncia o querella por el delito concursal previsto y sancionado en 

el artículo 463 ter del Código Penal.  

 

Procedimiento para que los sujetos 

fiscalizados informen a la Superintendencia, se estará a lo dispuesto en el 

numeral 2 de la letra B del presente Título. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, para efectos del 

cómputo del plazo de los delitos contemplados en este Título VI, se deberá 

distinguir dependiendo del procedimiento concursal que se trate, a saber: 

 

a) Respecto de los procedimientos 

concursales de reorganización judicial ordinarios, el plazo se contabilizará 

desde que el/la veedor/a pudo tomar conocimiento, esto es, desde la 

dictación de la resolución de reorganización judicial hasta la aprobación de 

la cuenta final de la gestión del veedor. 

 

b) En el caso de los procedimientos 

concursales de liquidación ordinarios, el plazo se contabilizará desde la fecha 

en la que se efectúe la diligencia de incautación o la ampliación respectiva. 

 

c) En el caso delos procedimientos 

concursales de simplificadas voluntarias , el plazo se contabilizará desde que 

el liquidador constate la información o antecedentes falsos o incompletos en 

términos que no reflejen la verdadera situación de activo o pasivo del deudor, 

o no hubiese llevado o conservado los libros de contabilidad y sus respaldos 

exigidos por la ley, o si los hubiese ocultado, inutilizado, destruido o falseado 

en términos que no reflejen la verdadera situación de su activo y pasivo, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 273 Letra A de la Ley N.º 20.720 

y, en lo pertinente, en relación con lo dispuesto en el numeral 4 de la letra B 
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del Título I “Aspectos Procesales” del Libro III del Compendio de Normas 

sobre los Procedimientos Concursales y las Asesorías Económicas de 

Insolvencia. 

 

d) En el caso del procedimiento concursal de 

liquidación forzosa simplificada, la constatación a que se refiere el párrafo 

anterior, deberá hacerla el/la liquidador/a una vez que concluya el plazo de 

20 días señalado en la resolución de liquidación forzosa simplificada, según 

los antecedentes que el tribunal le exija acompañar al deudor, de 

conformidad al artículo 285 inciso segundo de la Ley N.º 20.720. 

 

e) Con todo, en caso de que la resolución de 

liquidación voluntaria simplificada ordene la diligencia de incautación de 

conformidad a lo dispuesto en el artículo 275 inciso quinto de la Ley N.º 

20.720, se estará a dicha diligencia para contabilizar el plazo para comunicar 

a esta Superintendencia la interposición de la denuncia respectiva por existir 

indicios o sospechas de la comisión del delito concursal previsto y sancionado 

en el artículo 463 ter del Código Penal. 

 

f) En el caso del procedimiento concursal de 

reorganización simplificada, el plazo se contabilizará desde que el veedor 

constate la falsificación de la documentación aportada o la adulteración de la 

contabilidad y los respaldos exigidos por la ley, de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 286 letra A en relación con el artículo 56 N.º 5, ambos 

de la Ley N.º 20.720. 

 

g) Sin perjuicio de lo anterior, para el caso 

que, con posterioridad a la comunicación efectuada a la autoridad 

competente, el sujeto fiscalizado tome conocimiento de nuevos antecedentes 

relevantes, incluyendo documentación contable y sus respaldos, 

previamente no disponibles, deberá poner dichos antecedentes en 

conocimiento de la autoridad competente de manera oportuna. 

 

G. Obligación de los/as sujetos 

fiscalizados de informar al Servicio de Impuestos Internos que el 

deudor no ha llevado o no ha conservado los libros de contabilidad y 

sus respaldos, entre otros. 

 

Los sujetos fiscalizados deberán cumplir con 

su obligación de informar al Servicio de Impuestos Internos, los hechos que 

han denunciado en virtud de las disposiciones legales y administrativas 

precedentes, teniendo en consideración el régimen tributario dependiendo 

del tamaño y/o giro de la empresa deudora sometida a un procedimiento 

concursal. La documentación contable faltante, adulterada o falsificada, será 

la que corresponda de conformidad a las leyes, reglamentos o circulares que 

haya dispuesto el efecto del Servicio de Impuestos Internos. 

 

H. Disposiciones finales 
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1. Vigencia.  

 

El presente título comenzará a regir a contar 

de su notificación por correo electrónico a los sujetos fiscalizados, sin 

perjuicio de la publicación en la página web institucional. 

 

2. Disposición transitoria.  

 

Los sujetos fiscalizados que, a la fecha de 

notificación del presente título, se encuentren en cualquiera de las 

situaciones descritas precedentemente, tendrán un plazo de 15 días hábiles 

administrativos para dar cumplimiento a las disposiciones contenidas en el 

presente título, contado desde su notificación. 

 

2°. MODIFÍCASE el Compendio de Normas 

sobre los Procedimientos Concursales y las Asesorías Económicas de 

Insolvencia, numeral 3 del Título V, del Libro I, que imparte instrucciones 

sobre hechos relevantes que deben informar los sujetos fiscalizados a la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento, de la siguiente forma: 

 

a) Reemplácese, la letra a) del numeral 2 de 

de la letra B del Título IV del Libro I, con lo siguiente: a) Formalización de 

investigación penal en contra del sujeto fiscalizado, con indicación del 

número de RUC y/o RIT asignado a la investigación o procedimiento penal.  

 

b) Reemplácese, la letra d) del numeral 2 del 

ordinal de la letra B del Título IV del Libro I, con lo siguiente: d) Interposición 

de una denuncia o querella en contra del deudor o en contra de otros sujetos 

fiscalizados. 

 

3°. NOTIFÍQUESE la presente resolución 

mediante correo electrónico a los Sujetos Fiscalizados que se encuentren 

vigentes en las nóminas de la Superintendencia de Insolvencia y 

Reemprendimiento, incluyendo a los que se encontraren suspendidos.   

 

4°. DISPÓNGASE como medida de 

publicidad, una vez que se encuentre totalmente tramitado el presente acto 

administrativo, su publicación en el sitio web institucional de la 

Superintendencia de Insolvencia y Reemprendimiento. 

 

 

ANÓTESE Y ARCHÍVESE, 
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CBP/FRC/DTC/EGZ/FRR/PLS 

DISTRIBUCIÓN: 

Señores/as: 

- Liquidadores/as 

- Veedores/as 
- Síndicos de Quiebras 
- Funcionarios/as SUPERIR  

Presente 

 


